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SENTENCIA  

  

En San Juan, Puerto Rico, a   27 de enero de 2016. 
 

Comparece el señor Luis Velázquez Díaz (Sr. Velázquez o 

recurrente) y nos solicita que revoquemos la Resolución y Orden 

Final emitida y notificada por la Comisión Apelativa de Servicio 

Público (CASP) el 7 de octubre de 2014.  Por medio del referido 

dictamen, se ordenó el archivo con perjuicio de la apelación 

presentada ante dicho foro por el recurrente; esto, por el 

incumplimiento injustificado con las órdenes de CASP o del Oficial 

Examinador. 

Considerados los escritos de las partes, así como los 

documentos que los acompañan, a la luz del derecho aplicable se 

confirma la Resolución y Orden Final.   

-I- 

 El 3 de junio de 2011 el recurrente fue destituido de su 

puesto de Maestro de Inglés Elemental, en la Escuela Luis Muñoz 

Rivera en el Municipio de Cidra, del Departamento de Educación 

(Departamento).  En la carta de destitución, se indicó que la razón 

para ello era que éste había incurrido en conducta desordenada, 

inmoral y lesiva al buen nombre del Departamento en el 
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desempeño de sus funciones.  Al momento de su destitución, el 

recurrente contaba con más de 22 años de servicio en el magisterio. 

 El 21 de junio de 2011 el Sr. Vázquez presentó una 

apelación ante la CASP. Solicitó que se revocara la acción 

disciplinaria impuesta, se le reinstalara en su puesto, se le 

pagaran los haberes dejados de devengar, así como las costas y 

honorarios de abogado.   

El 23 de agosto de 2011 el Departamento presentó su 

contestación a la apelación, en esta negó las alegaciones del 

recurrente. En resumen, sostuvo que la medida disciplinaria 

impuesta al Sr. Vázquez fue justificada y conforme a derecho. 

 El 13 de octubre de 2011 la CASP emite una orden para que 

las partes presenten un Informe de Conferencia con Antelación a la 

Vista.  El 20 de octubre de 2011 el recurrente presentó una moción 

a la CASP, en la cual informó que le había cursado a la parte 

recurrida un interrogatorio y requerimiento de admisiones.  Por su 

parte, el 8 de diciembre de 2011 el Departamento le notificó al 

recurrente un interrogatorio y solicitud de documentos.   

 El 1 de febrero de 2012 el Sr. Vázquez presentó ante la CASP 

una Moción Informativa y en Solicitud de Orden y Término 

Adicional.  En dicha moción, indicó que el Departamento no había 

contestado el interrogatorio y requerimiento de admisiones cursado 

en octubre de 2011.  Ante ello, solicitó un término adicional para 

presentar el Informe de Conferencia con Antelación a la Vista, que 

se le había ordenado a ambas partes.  Por otra parte, el 8 de 

febrero de 2012 el Departamento presentó una Moción Informativa 

en la que le indicó que le había notificado al recurrente el 

interrogatorio y requerimiento que les fue cursado.   

Luego de varios incidentes procesales, que huelga incluir, el 

6 de febrero de 2014 el recurrente presentó una Solicitud de Orden 

ante la CASP.  Allí reseñó los retrasos del caso y señaló que aún no 
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se había logrado culminar con el descubrimiento de prueba.  Por lo 

cual, solicitó que se le ordenara al Departamento a contestar el 

interrogatorio que se le había cursado, para así culminar con el 

descubrimiento de prueba.   

Ante ello, el 13 de febrero de 2014 la CASP emitió una orden 

en la que le concedió un término de 20 días al Departamento para 

que contestara el primer pliego de interrogatorio, so pena de 

sanciones económicas. 

El 19 de febrero de 2014 el Departamento presentó una 

Moción Informativa y en Cumplimiento de Orden.  Aclaró que el 

interrogatorio al que hace referencia la CASP en su Orden de 13 de 

febrero de 2014, se había contestado en febrero de 2012  y se le 

había notificado mediante Moción Informativa.  Además, señaló 

que el recurrente aún no había contestado el interrogatorio y 

solicitud de documentos enviados el 8 de diciembre de 2011.  Así, 

solicitó que la parte recurrente contestara. 

 El 28 de febrero de 2014 la CASP emitió una orden en la que 

le concedió al recurrente un término de 20 días calendario para 

que: 

 “[…] muestre causa por la cual no debamos imponerle 
sanción económica de trecientos dólares ($300.00) por no 
haber contestado el Interrogatorio y Solicitud de Documentos 
que cursara la parte Apelada el día 8 de diciembre de 2011, 
así como en dicho término cumpla con lo ordenado. 
De no cumplir con lo ordenado en dicho término se impondrá 
automáticamente la sanción económica de trecientos dólares 
($300.00), la cual deberá pagar en cinco (5) días. 
. . . . . . . . 
La imposición de la aludida medida económica se decreta de 
conformidad con lo dispuesto y autorizado en el Artículo III, 
Sección 8.14 del Reglamento Procesal #7313 de la Comisión 
Apelativa y la Sección 3.21 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 
1988. 
Se apercibe que el injustificado incumplimiento de lo 
ordenado, puede dar lugar a la imposición de sanciones 
económicas de treinta ($30) dólares hasta trescientos ($300) 
dólares por cada imposición separada a la parte o a su 
abogado, e inclusive proceder con la desestimación y archivo 
con perjuicio, al amparo de las siguientes disposiciones del 
Reglamento Procesal #7313 de la Comisión Apelativa, 
Artículo III incisos (a) y (f) y Artículo VII Sección 8.14 […]”.1    

                                                 
1 Véase apéndice de la parte recurrida, pág. 7. (Énfasis en el original.) 
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El 10 de abril de 2014, la CASP emitió una nueva Orden 

mediante la cual se estableció lo siguiente: 

Visto el incumplimiento injustificado de la parte apelante con 
la Orden emitida el 28 de febrero de 2014, por esta 
Honorable Comisión, se le impone una sanción por la 
cantidad de trecientos dólares ($300.00), a pagar en el 
término de cinco (5) días calendario, además, deberá cumplir 
con lo ordenado previamente en el mismo tiempo. 
. . . . . . . . 
Se le apercibe que el injustificado cumplimiento de lo 
ordenado, puede dar lugar a la imposición de sanciones 
económicas de treinta ($30) dólares hasta ($300) dólares por 
cada imposición separada a la parte o a su abogado, e 
inclusive proceder con la desestimación y archivo con 
perjuicio, al amparo de las siguientes disposiciones del 
Reglamento Procesal #7313 de la Comisión Apelativa, 
Artículo III incisos (a) y (f) y Artículo VII Sección 8.14 […]”.2 

 

 El 7 de octubre de 2014 la CASP emite la Resolución y Orden 

Final, aquí recurrida. Dicha resolución, hace referencia a la Orden 

que dictó el 28 de febrero de 2014. En específico, indicó que aun 

cuando se le notificó esa orden al recurrente a la dirección que 

constaba en la CASP, la misma le fue devuelta por el Servicio 

Postal: “Return to Sender”. Sin embargo, hace constar que sí fue 

recibida por su representante legal.  De igual manera, hace 

referencia a la orden emitida el 10 de abril de 2014, la cual fue 

notificada al recurrente a la única dirección que obraba de éste en 

el expediente. También dicha orden se le notificó a su 

representante legal.3   La notificación de la orden dictada el 10 de 

abril de 2014, fue devuelta por el Servicio Postal indicando: “Return 

to Sender moved, Left no address”.  En la referida determinación se 

señaló que las órdenes notificadas al representante legal del 

recurrente no habían sido devueltas, por lo que presume que 

fueron recibidas. 

 En ese sentido, la CASP expuso que tanto la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), como el 

Reglamento Procesal de la CASP, Reglamento Núm. 7313, según 

                                                 
2 Id., pág. 9. (Énfasis en el original.) 
3 Véase apéndice del recurso, pág.  6. 
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enmendado (Reglamento 7313), le permite a dicho foro imponer 

sanciones económicas o procesales, por el incumplimiento con las 

órdenes emitidas o por la dilación en los procedimientos.  En 

particular, la CASP hizo referencia a las disposiciones del Artículo 

III del Reglamento 7313, sobre el archivo o desestimaciones de los 

casos presentados ante dicho foro. El foro administrativo 

determinó, que “la parte interesada, es decir la Parte Apelante, 

abandonó su causa de acción”.4  Ante ello, y al amparo del Artículo 

III, inciso a, del Reglamento 7313, resolvió archivar con perjuicio 

la apelación presentada por el recurrente.   

El 27 de octubre de 2014 el Sr. Velázquez presentó ante la 

CASP una Solicitud de Reconsideración, la cual fue denegada el 7 

de noviembre de 2014, mediante Resolución dictada por tres 

Comisionados Asociados de dicho foro.  

Inconforme con el referido dictamen, el Sr. Velázquez acude 

ante nos y plantea los siguientes señalamientos de error:  

Erró la CASP al archivar la Apelación con perjuicio toda 
vez que tanto la Resolución y Orden Final, como la 
Resolución que declara no ha lugar a la Solicitud de 
Reconsideración, se hicieron sin contar con el quorum 
establecido en Ley y Reglamento.  Esto implica que 
dichas determinaciones son nulas. 
 

Erró la CASP al archivar la Apelación toda vez que se 
excedió al no considerar las alegaciones de la parte 
Apelante, las circunstancias del caso; no ser 
consecuente al permitir que la Apelada incumpla en las 
órdenes y términos sin aplicar el mismo rigor; y basar la 
sanción en un asunto en el que la parte Apelada no 
tenía derecho conforme al Reglamento de la CASP, pues 
la solicitud de descubrimiento de prueba se realizó 
fuera de término. 

 

El 9 de abril de 2015 el Departamento presentó su alegato 

exponiendo su alegato en oposición y de esta forma quedó 

perfeccionado el recurso.  Por lo que, luego de evaluar la posición 

de las partes y analizar detenidamente los documentos que surgen 

                                                 
4 Véase apéndice del recurso, pág. 9. 
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del expediente judicial nos encontramos en posición de resolver.  

Veamos. 

-II- 

A. Deferencia a las determinaciones emitidas por los foros 

administrativos.   

En nuestro ordenamiento jurídico es norma firmemente 

establecida que los tribunales apelativos deben abstenerse de 

intervenir con las decisiones emitidas por las agencias 

administrativas, todo en deferencia a la vasta experiencia y 

conocimiento especializado que les han sido encomendados.5  Al 

momento de revisar una decisión administrativa, los tribunales 

deben evaluar la razonabilidad de la actuación del organismo.6  Por 

ello, los tribunales no deben intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos que emita, siempre que estén 

sostenidas por evidencia sustancial que surja de la totalidad del 

expediente administrativo.7  En este contexto, nuestro Tribunal 

Supremo ha definido el concepto de evidencia sustancial como 

aquella evidencia relevante que una mente razonable podría 

aceptar como adecuada para sostener una conclusión.8       

De manera que, los foros judiciales limitan su intervención a 

evaluar si la decisión de la agencia es razonable y no si hizo una 

determinación correcta de los hechos ante su consideración.9  En 

caso de que exista más de una interpretación razonable de los 

hechos, el tribunal debe sostener lo concluido por la agencia, 

evitando sustituir el criterio del organismo por sus propias 

apreciaciones.10  Ahora bien, esta norma de deferencia no es 

absoluta.  La misma cede cuando está presente alguna de las 

                                                 
5 The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 D.P.R. 800 (2012); Asoc. Fcias. v. 
Caribe Specialty II, 179 D.P.R. 923 (2010). 

6 The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra. 
7 Otero v. Toyota, 163 D.P.R. 716 (2005); Pacheco v. Estancias, 160 D.P.R. 409 

(2003). 
8 Pacheco v. Estancias, 160 D.P.R. 409 (2003); Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 
Seg. P.R., 144 D.P.R. 425 (1997). 

9 Assoc. Ins. Agencies, Inc. V. Com. Seg. P.R., supra. 

10 Pacheco v. Estancias, supra. 
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siguientes instancias: (1) cuando la decisión no está fundamentada 

en evidencia sustancial; (2) cuando el organismo administrativo ha 

errado en la apreciación de la ley, y; (3) cuando ha mediado una 

actuación irrazonable, o ilegal.11  Así, pues, si el tribunal no se 

encuentra ante alguna de estas situaciones, está en la obligación 

de sostener la determinación de la agencia concernida.12     

B. El Reglamento Procesal de CASP, las sanciones y la 

desestimación.   

Es norma reiterada por nuestro más alto foro que, “una 

agencia administrativa está obligada a observar estrictamente sus 

propios reglamentos [...]”.13 A continuación reseñamos las 

disposiciones del Reglamento 7313, relevantes al recurso ante 

nuestra consideración: 

ARTÍCULO III - ARCHIVO O DESESTIMACIÓN 
 
La Comisión podrá decretar el archivo total o parcial 

de una apelación, o desestimar una oposición o defensa 
levantada contra la misma por frivolidad, 
incumplimiento, abandono o prematuridad, entre 
otros. Entre las causas de archivo o desestimación se 
encuentran las siguientes instancias: 
 

a. Cuando cualquiera de las partes o ambas 

incumplan injustificadamente una orden de 
la Comisión o del Oficial Examinador, luego 
de que se ordenare que muestre causa por la 

cual no deba imponérsele una sanción, y 
luego de habérsele impuesto una sanción 

económica por incumplimiento de orden a 
favor de la agencia, de cualquier parte o de 
su abogado, por cada imposición separada. 

b. […] 
c. […] 
d. […] 
e. […]  
 

 En cuanto a la designación del Oficial Examinador el 

Reglamento 7313, dispone: 

. . . . . . . . 

ARTÍCULO V - DESIGNACIÓN DE OFICIAL 
EXAMINADOR, INFORME DE OFICIAL EXAMINADOR 
Y RESOLUCIÓN 

 

                                                 
11 Marina Costa Azul v. Comisión de Seguridad, 170 D.P.R. 847 (2007). 

12 Otero v. Toyota, supra. 
13

 Cotto v. Depto. de Educación, 138 D.P.R. 658, 665 (1995). 
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Sección 5.1- Designación de Oficiales Examinadores 
 

a. La Comisión podrá asignar Oficiales 
Examinadores, o agentes autorizados, para 
colaborar con ésta en el proceso de adjudicación 
de controversias. Delegado el caso a un Oficial 
Examinador, éste atenderá y adjudicará todos 

los asuntos procesales, los cuales pasarán a 
formar parte del expediente. 

b. Fundamentalmente los funcionarios tendrán la 
función de presidir las vistas administrativas, 
dictar órdenes, recibir la prueba sometida por 

las partes y presentar informes verbales y/o 
escritos a la Comisión en pleno, según les sea 
requerido. 
c. Para llevar a cabo esta función, tienen 

facultad para resolver todos los asuntos 
relacionados con el recibo de evidencia en el caso 
y las incidencias interlocutorias que se 

susciten durante la vista administrativa, 
incluyendo la imposición de sanciones. 
d. Los funcionarios podrán, además, entre 
otras, emitir resoluciones de producirse 

alguna de las siguientes circunstancias: 
1) Abandono o falta de interés de 
cualquiera de las partes. Se incluye 

aquí las instancias de 
incomparecencia a vistas públicas y de 

incumplimiento de órdenes emitidas 
por la Comisión o los funcionarios. 

. . . . . . . .
  

e. En los casos antes desglosados se procederá de la 
siguiente manera: 
La resolución que se emita como Oficial 
Examinador se intitulará como "Resolución y 

Orden", parcial o final, según sea el caso. Será 
suscrita por el funcionario y notificada por la Secretaría 
de la Comisión directamente a las partes, sin 
intervención inicial de la Comisión. Una copia de la 
correspondiente "Resolución y Orden", se hará formar 
parte del expediente de la apelación o querella en la 
cual se emita. 
f. Toda "Resolución y Orden", advertirá el derecho 

a solicitar reconsideración ante la Comisión, con 
expresión de los términos correspondientes, y se 
notificará a las partes y sus representantes legales por 
correo certificado con acuse de recibo, y deberá archivar 
en autos copia de la resolución y orden, y de la 
constancia de la notificación. 
 

Sección 5.2 - Intervención interlocutoria de la Comisión 
 

Previa solicitud de parte, la intervención interlocutoria 

de la Comisión se limitará a aquellas solicitudes 
recibidas en o antes del décimo día calendario a partir 

del archivo en autos de la notificación de la sanción 
económica o procesal, y de la alegada existencia de un 
daño inminente e irreparable que en el balance de 
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intereses no se justifica esperar la conclusión del 
procedimiento administrativo.14 

 

-III- 

En síntesis, el recurrente nos indica que la CASP erró al 

desestimar su apelación ya que no fue conforme a derecho. Al 

evaluar su planteamiento, resolvemos que no tiene razón. 

En primer orden, el recurrente no ofrece ninguna razón para 

excusar su abandono del caso al no contestar reiteradamente las 

órdenes so pena de archivo con perjuicio que la CASP le notificó. 

Su argumentación está centrada en que la CASP no cumplió con el 

reglamento al desestimar el presente caso. 

En segundo orden, noten que el artículo III del Reglamento 

7313, en lo pertinente, autoriza a la CASP a decretar el archivo 

total de una apelación por incumplimiento u abandono. Más 

aún, el artículo V del mencionado Reglamento permite que la CASP 

designe Oficiales Examinadores, o agentes autorizados, para 

colaborar con ésta en el proceso de adjudicación de controversias.  

En ese sentido, la sección 5.1 faculta a estos funcionarios a 

resolver todas las controversia procesales, e incluso, a emitir 

resolución final por incumplimiento u abandono del caso.15 En 

esos casos, el funcionario emite la resolución y la intitula 

"Resolución y Orden Final". Así, la suscribe y se notifica por la 

Secretaría de la CASP directamente a las partes, sin intervención 

inicial de la Comisión.  

En nuestro caso, la resolución del 7 de octubre de 2014 

cumplió con todos los requisitos reglamentarios. De hecho, en la 

Resolución denegando la moción de reconsideración presentada 

por el recurrente el 27 de octubre de 2016, la CASP en pleno emitió 

dicha denegatoria el 7de noviembre de 2014. 

                                                 
14 Véase Reglamento Procesal de la CASP, Reglamento Núm. 7313.  (Énfasis 

nuestro.) 
15

 Véase, la sección 5.1 incisos (a), (d) y (e). 
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Por todo lo antes expresado, concluimos que el error 

indicado por el recurrente no se cometió. 

-IV- 

En estas circunstancias, se confirma Resolución y Orden 

Final recurrida por los fundamentos que anteceden. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                 Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                  Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


